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(Sin corregir) 


Señores Representantes Luis Gallo Cantera, Presidente y Walter De León, Presidente 
(ad hoc). 


Señores Representantes Walter De León Martín Lema Perreta y Mabel Quintela. 


Por el Grupo de Apoyo a Pacientes de Hepatitis C, señores Rubin De Bernochi, 
Sergio Miranda, Fernando Veiro, Pablo Rodríguez, César Barces, Mery Gardela, 
Sheila Piedrabuena y Carlos Falco. 


Por la Asamblea Instituyente por Salud Mental, señores Judit Kakuk, Luis Pedernera, 
Soledad Parietti, Sebastián Batista, Alicia Berde y Federico Gutiérrez. 


Por el Centro Casas de Óptica, señores Daniel Angeloro; por la Asociación 
Mayoristas de Óptica los señores Cristiano Onnis, Presidente; Juan Monetti, 
Vicepresidente; Alejandro Vallendor y por la Sociedad Uruguaya de Ópticos 
Técnicos, profesor Ernesto Valdenegro. 


Señora Myriam Lima. 


PROSECRETARIA: Señora Viviana Calcagno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gallo Cantera).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Asiste una delegación de la Comunidad de Portadores de Hepatitis C) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Comunidad de Portadores de Hepatitis C 
integrada por las señoras Mery Gardella y Sheila Piedrabuena y los señores Rubin De Bernochi, Sergio 


Miranda, Fernando Veiro, Pablo Rodríguez, César Barces y Carlos Falco. 


SEÑOR VEIRO (Fernando).- Esta comunidad se formó hace seis meses debido a la cantidad de 
afectados de hepatitis C. El Sindicato Médico del Uruguay nos acogió en su sede, cediéndonos un 
espacio físico, y a partir de ese momento comenzamos a movilizarnos a fin de conseguir la nueva 
medicación para el tratamiento de esta enfermedad. 


En ese sentido, hemos solicitado al Ministerio de Salud Pública una serie de entrevistas para trasmitir 
nuestras necesidades y conocer cómo está el trámite de ingreso de esta nueva medicación. Estamos en 
diálogo casi permanente con el Ministerio. 


Queremos aclarar que el Fondo Nacional de Recursos está otorgando una medicación para la hepatitis C, pero 
tiene un 40% de efectividad, porcentaje muy bajo. Además, no es aplicable para todos los pacientes C, 
porque luego la enfermedad degenera en genotipos del 1 al 6. Entonces, frente a algunas situaciones este 
medicamento puede ser muy importante, pero en otras tal vez no. 


La nueva medicación que reclamamos es efectiva en un 95%. Además, impide que la enfermedad siga 
avanzando, porque de lo contrario los pacientes terminamos en un trasplante hepático. Vinimos dos 
trasplantados, pero seguimos con el virus. Los costos para enfrentar esta enfermedad son muy importantes. 
Entonces, estamos tratando de buscar una alternativa que nos beneficie pensando también en la parte 
económica. 


SEÑOR MIRANDA (Sergio).- Me interesa contextualizar esta enfermedad. Se calcula que el 
porcentaje de afectados por esta enfermedad es del 1,5%, es decir, cincuenta mil personas podrían 
padecer hepatitis C. Los registros de infectados que tiene el Ministerio de Salud Pública refieren a los 
pacientes que han recibido interferón y ribavirina, medicación a la que refería el señor Veiro, que es de 
una generación no tan moderna. 


El Ministerio de Salud Pública tiene un registro de solo quinientos casos, más allá de que, como dije, el 1,5% 
de la población estaría afectada dentro de la región, aunque en el norte de Brasil hay un poquito más, por 
diferentes causas. Estos son datos de la Organización Mundial de la Salud: entre ciento cincuenta y ciento 
setenta millones de personas en el mundo están infectadas por la hepatitis C. Quinientas mil personas 
mueren, por año, a causa de la hepatitis C, que enferma a cuatro veces más personas que el VIH. La hepatitis 
C ocasiona en nuestro país el 30% de los transplantes hepáticos. 


Como decía el señor Veiro, yo personalmente tengo dos tratamientos de un año cada uno -inteferón y 
ribavirina-, tengo un transplante y sigo con hepatitis C. Entonces, cuado se habla de la sustentabilidad del 
sistema para los nuevos medicamentos me pregunto cuánto le costé yo al Estado, con dos tratamientos y un 
transplante. Además, soy un paciente que recibirá inmunosupresores toda su vida, otorgados por el Fondo 
Nacional de Recursos. Agradezco al Estado poder estar hablando hoy acá, pero entiendo que si no se ataca la 
hepatitis C de otra forma muchos tendrán que pasar por lo que pasé yo, y muchos no lograrán pasar. Estoy 
acá por el factor suerte. De alguna forma, soy producto de la solidaridad del pueblo uruguayo, gracias al 
Fondo Nacional de Recursos y al transplante. 


Lo que queremos plantear no es solo el tema de la medicación. Como denuncia planteamos una campaña de 
información dirigida a la población para prevenir y controlar la hepatitis C. 


También pretendemos el ingreso al PIAS, donde se realiza el diagnóstico no invasivo. El fibroscan ya está en 
el país, funcionando en el Hospital Militar, pero su uso tiene un costo altísimo. Nosotros, que estamos bajo la 
esfera del Fondo Nacional de Recursos, todavía no tenemos acceso a ese diagnóstico no invasivo. Asimismo, 
solicitamos que ingresen al PIAS los exámenes específicos para detección, carga viral y genotipo, que tienen 
un costo enorme. Hay muchos compañeros que no se lo pueden hacer, porque no lo pueden pagar. Creo que 
una carga viral ronda los $ 8.000, dependiendo de la mutualista. 


SEÑOR VEIRO (Fernando).- Lo mismo sucede con el fibroscan, que es una ecografía más moderna, 
no invasiva. Si no hacemos ese estudio para ver en qué situación está el hígado, hay que hacer una 
punción que, en muchos casos, es muy riesgosa. 


Por ejemplo, en mi caso, aparte de la hepatitis tengo una plaquetopenia, por lo que no puede haber ningún 
tipo de sangrado por la baja cantidad de plaquetas que tengo, que son las encargadas de la coagulación. 
Entonces, no hay forma de hacerme una punción. Durante un tiempo tuve que ir a Argentina a realizarme el 
estudio por la problemática que estaba teniendo. 


SEÑOR MIRANDA (Sergio).- El tercer punto es que no existe un protocolo de atención al paciente de 
hepatitis C. Entendemos que el Ministerio de Salud Pública debería tenerlo. 


Se detecta un paciente de hepatitis C y, en muchos casos, lo único que se le dice es que se cuide en las 
comidas. Me parece que no es adecuado. Esto pasa, fundamentalmente, con muchos pacientes del interior. 
Creemos que tiene que haber centros y médicos de referencia para poder atender a los enfermos de hepatitis 
El 


El cuarto punto del que había hablado el señor Veiro es la incorporación urgente de tratamientos de última 
generación al Formulario Terapéutico de Medicamentos y al Fondo Nacional de Recursos. Estamos hablando 
de un medicamento que cura en un gran porcentaje. Hoy el Fondo Nacional de Recursos está dando 
interferón y ribavirina. Su efectividad ronda el 30% o 40% y sirve para algunos genotipos. El tratamiento con 
estos medicamentos cuesta entre US$ 12.000 y US$ 15.000 y dura alrededor de un año. Durante ese año, la 
persona que recibe el tratamiento -lo digo por experiencia propia- debe dejar de trabajar, de producir, y eso 
tiene un costo adicional. Entendemos que hay muchos costos ocultos que tal vez no se ven. Tendrían que 
incorporarse los medicamentos de última generación. Sé que existe burocracia, que se deben realizar 
estudios, pero como comunidad estamos tratando que lograrlo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Pablo).- Para complementar lo que han expresado mis compañeros, me quiero 
referir a la relación costo- beneficio. ¿Qué es un medicamento o un tratamiento de alto costo? Con el 
actual tratamiento, se cura aproximadamente el 40%, pero se está tirando la plata con el 60%. Antes 
de empezar la reunión, hablábamos de manera informal sobre la medicación que debía pasar pruebas. 
Pero esas pruebas no se realizan en Uruguay, ya que esa medicación ya ha sido aprobada en distintos 
países del mundo y se ha comprobado su eficacia. Hay quienes dicen que cura porcentajes más altos, 
pero nosotros nos manejamos con el 95%. No se trata de cómo llegar a los recursos sino de gastarlos de 
la mejor manera. Si los fondos que tenemos para estas cuestiones son reducidos y se malgastan, 
debemos cambiar la gestión. 


Yo también pasé por el tratamiento de interferón y ribavirina. No obtuve los resultados esperados y continué 
con la misma carga viral. Además, durante seis meses se me hizo el tratamiento que tiene un costo -como se 
ha mencionado- de US$ 15.000. Por lo tanto, ese ha sido dinero tirado. Quizás ese dinero podría invertirse de 
otra manera. Con la nueva medicación, el tratamiento dura entre doce y veinticuatro semanas, según el 
genotipo que tenga el paciente. O sea que en ese período de tiempo desaparece el virus. Realmente lo cura; 
no se trata de un medicamento que quizás cure. Se ha probado en otros países que es así. 


SEÑOR BARCES (César).- Quiero destacar que se trata de una enfermedad poco conocida y 
silenciosa, que ha ido avanzando. La gente no tiene información sobre ella y los gobiernos no 
concientizan a sus poblaciones. Sería bueno atacar la enfermedad antes de que llegue a afectar a 
mucha más gente. En ese sentido, sería muy importante prevenirla. Tal vez podrían hacerse estudios 
para detectarla en los controles básicos que todos nos hacemos o en el carné de salud. Así también se 
podría saber en qué situación se encuentra la población. 


SEÑOR DE BERNOCHI (Rubin).- Comparto lo expresado por mis compañeros, pero quiero 
mencionar un detalle al que no se le da importancia. Me refiero al hecho de que -como ya se ha dicho- 
en el país hay aproximadamente 40.000 infectados que no lo saben. 


Por estar en este tema, conozco personas con hepatitis que no lo sabía, y les decían que hicieran vida normal 
pero que no tomaran alcohol. La hepatitis es silenciosa. La persona vive sin darse cuenta de que tiene la 
enfermedad. Cuando comienzan a aparecer los síntomas ya es tarde, pero no hay vuelta atrás. Si no se 
realizan controles preventivos, cuando el individuo comienza a sentirse mal es porque el virus ya comenzó a 
actuar fuertemente y quizás está a un paso de la cirrosis. A esta altura, según las características personales, 
puede desencadenarse un cáncer y ya no hay solución. 


Por lo tanto, necesitamos que exista un protocolo de información, prevención y asesoramiento a la ciudadanía 
en general, porque se puede estar enfermo y no saberlo. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Agradecemos a la delegación por acercarse a la Comisión a plantear sus 
puntos de vista y los inconvenientes que les genera padecer esta patología. 


Compartimos algunos de los conceptos expresados. Estamos de acuerdo con la prevención y el diagnóstico 
precoz. Es importantísimo evitar que la enfermedad siga aumentando. 


Hoy ustedes están solicitando la inclusión de otro medicamento de mayor eficacia que el que se utiliza 
actualmente cuando la enfermedad se ha desarrollado. Hace un tiempo me reuní con algunos de ustedes y 
también con médicos especialistas en la materia. Obviamente, cuando existe un medicamento que cura la 
enfermedad es fundamental hacer todos los esfuerzos por obtenerlo. En realidad, es más que una inversión. Si 
se tiene en cuenta los costos, como ustedes han dicho, muchas veces el dinero que se destina no obtiene el 
mejor resultado posible. Si se logra un 40% de eficacia, evidentemente no se alcanza un resultado óptimo. 
Según lo que tengo entendido, en muchas oportunidades, a pesar de usar ese medicamento, el paciente 
termina con un transplante de hígado, que también es muy costoso. 


Considero que es muy importante estudiar a fondo, con responsabilidad y también con celeridad, el 
medicamento a que ustedes han hecho referencia, para poder contar con él lo antes posible. 


Hace un tiempo que estoy al tanto del reclamo que ustedes han planteado. Fuera de micrófono hacíamos 
algunos comentarios que ahora queremos reafirmar para que consten en la versión taquigráfica. Nosotros 
esperábamos que el Ministerio de Salud Pública diera los pasos necesarios. Entendemos que por una cuestión 
de rigurosidad científica debe corroborar los estudios internacionales para evaluar la eficacia y seguridad del 
medicamento. La incorporación de este medicamento se solicitó pocos días antes del 30 de julio. Entonces, 
no hicimos planteos porque consideramos que el Ministerio de Salud Pública estaba dando los pasos para 
hacer los análisis correspondientes y tomar una determinación fundada, de acuerdo con lo que están 
sosteniendo sobre los estudios internacionales. 


Por otra parte, quería hacerles una consulta. Hace unos meses, ustedes me dijeron que tenían una reunión con 
el ministro de Salud Pública en la que le iban a plantear, obviamente, lo relativo a este medicamento, el tema 
de la prevención y demás. Honestamente, no sé en qué quedó esa reunión y qué conclusiones sacaron de ese 
encuentro. Entonces, quería saber cómo les fue con el ministro. 
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SEÑOR VEIRO (Fernando).- Le presentamos al ministro una petición para que atendiera todo lo 
pertinente, no solo lo relativo a la medicación sino todo un combo de situaciones. La verdad es que 
tuvimos una rápida devolución, pero diciendo que el Ministerio estaba trabajando en esta situación. En 
realidad, no nos explicaron más que eso: que tenían conocimiento de la nueva medicación, pero era 
todo muy en el aire. 


Posteriormente, pedimos otra reunión para más información porque teníamos entendido que se estaba 
negociando en bloque toda la parte del Ministerio de Salud Pública con otros países. Aparentemente, esta 
medicación ya se está dando en Argentina y también en Brasil. Entonces, queríamos saber cuál era la 
situación de Uruguay. El viernes pasado estuvimos por allá, porque no nos devolvieron el mail solicitando la 
entrevista. Nos expresaron que se estaba trabajando en eso y que -no sé si el ministro- la licenciada Galván 
estaba en esas negociaciones. Esa fue la única respuesta hasta esta semana. 


Por otra parte, el domingo fue el Día Mundial del Transplantado y estuvimos con Sergio, haciendo la fuerza 
pertinente en la parte de trasplantados. En esa instancia pudimos dialogar un poco con el ministro. 


(Diálogos) 


———Myy amablemente nos atendió y nos puso al tanto de que había situaciones que se estaban definiendo 
respecto de tres antirretrovirales y uno de hepatitis C. Nos dijo que había que mirar un poco para adelante, no 
muy lejos, que había una posibilidad. Eso nos tranquiliza a muchos y a otros, los pone nerviosos; es normal 
porque hay situaciones de vida en el medio, en las que los meses pueden ser horas y los años, días. 


Nosotros no queremos que esto se haga de forma masiva, sino en base a un análisis, una evaluación, para 
saber cuáles son los casos más graves, los que necesitan con mayor urgencia esta medicación. No se trata de 
meter a todo el mundo en la misma bolsa. 


Ese fue todo el itinerario con el Ministerio. 


SEÑOR DE LEÓN (Walter).- Muchas gracias por concurrir a la Comisión. Realmente, este es un tema 
muy importante, porque se trata de una enfermedad subclínica y, en el caso de la hepatitis C, en 
cuanto a la relación- costo beneficio, la curación es factible. También tenemos el problema de los costos 
de los medicamentos actuales, pero creo que debemos hacer todos los esfuerzos para que este 
tratamiento sea accesible. 


Creo que lo que ha manifestado el ministro va en la dirección correcta y también es comprensible lo que 
ustedes dijeron sobre la angustia de aquellos que están en un estado más avanzado de la enfermedad, por un 
tema de tiempos, pero considero que tenemos que hacer todo lo posible para resolver esto. 


Muchas gracias por su concurrencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estos problemas son extremadamente complejos porque en el medio está la 
vida de la persona, su enfermedad; es decir que es una situación de una sensibilidad muy particular. 


Lo que yo les puedo trasmitir es que el Ministerio de Salud Pública y el Fondo Nacional de Recursos están 
incorporando seriamente el tema de la hepatitis C al estudio. Sin embargo, no se está probando si el 
medicamento es efectivo o no, ya se sabe. Los estándares de cada país llevan a que la incorporación de un 
medicamento al FTM suponga determinadas pruebas. En eso se está. Acá no hay que probar que es efectivo 
ni que ver citas bibliográficas de estudios internacionales porque se sabe que estos nuevos medicamentos 
para la hepatitis C tienen una amplia gama de curación, que va entre el 80% y el 95%. No está en 95% o 
100%; siempre hay márgenes y todo organismo no responde de la misma manera, pero efectivamente se está 
curando con estos medicamentos. 


Sin embargo, estos medicamentos son de altísimo costo. Diría que hasta más caros que algunos 
medicamentos oncológicos de los que hablamos. Entonces, si bien es necesario incorporarlos, seguramente, 
se va a hacer en etapas. Y no todo paciente portador de hepatitis C va a tener este medicamento. Obviamente, 
la idea es que, a la larga, todos puedan acceder, pero hay prioridades. Creo que si el país invierte en un 
paciente con un trasplante hepático, la prioridad, cuando uno va a incorporar universalmente este 
medicamento, debería ser para aquellos pacientes trasplantados. Obviamente, los hepatólogos son los que 
saben de este tema, pero en una segunda etapa, la prioridad estaría en los que tengan determinada 
característica que suponga que hay que atacar ya porque si no, el paciente va a la cirrosis y al trasplante. Es 
decir que va a haber varias categorías de pacientes. 


Les estoy hablando con total honestidad, porque sé que el Ministerio está preocupado por esto y va a 
incorporar ese medicamento. 


Es verdad lo que les dijo el ministro -también me lo dijo a mí- en el sentido de que se está negociando lo 
relativo a tres medicamentos, en un ámbito de la Unasur, integrado por todos los ministros de Salud. Dos de 
ellos tienen que ver con antirretrovirales para los pacientes resistentes al tratamiento que hoy brinda el Fondo 
Nacional de Recursos por el SIDA. Es muy buena la cobertura que se brinda, pero hay pacientes que tienen 
resistencia específica para esos medicamentos y parecería que estos dos andan muy bien; fueron probados 
internacionalmente. 


Y ya hay una primera compra, que fue acordada con una rebaja del precio de lista -digamos- de casi un 80%. 


Y la otra familia de medicamentos es para la hepatitis C. O sea que creo que vamos a tener novedades 
rápidamente. 


Estuve preguntando por los costos y, obviamente, no me pudieron trasmitir esa información porque estaban 
en medio de una negociación. Si se le da esto a todos los pacientes con hepatitis C, seguramente, no le 
alcanzaría la plata al Fondo Nacional de Recursos. Dentro de la hepatitis C, me parece bueno que se trabaje 


en la dirección de ir a las comunidades más afectadas -trasplantados, los que tienen cirrosis- porque es vedad 
que este medicamento cura. Son muy pocos los pacientes o genotipos resistentes a estos medicamentos. 
Obviamente, el ciento por ciento no existe, pero estos medicamentos tienen un grado de curación que nadie 
discute. 


El otro aspecto central es que se trata de una enfermedad nueva, silenciosa y maligna -como la hipertensión 
arterial- porque no avisa. En general, ante un examen de laboratorio por determinadas circunstancias, a uno le 
pueden decir que es portador de Hepatitis C y que debemos hacer un tratamiento. Pero esto no alcanza. La 
comunidad médica todavía no lo tiene arraigado. Yo, como médico, conozco la situación a partir de una 
entrevista que tuve con algunos de ustedes; me dejaron bibliografía al respecto y la estuve estudiando. Uno 
conoce el tema por lo que leyó en los libros, hace veinte años. Esta enfermedad se erradica con 
medicamentos, pero para prevenir su Comunidad organizada es una pieza fundamental. A través de las 
políticas sanitarias que dicte el Ministerio de Salud Pública, de la comunidad médica -mediante hospitales e 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva- y de la sociedad toda achicaremos esta brecha de pacientes 
que, por desgracia, la contrajeron. Esta enfermedad se contagia mediante trasmisión directa de sangre: por 
transfusiones, cortes, por el acto sexual. 


Una de las metas en las que tenemos que trabajar es en la prevención. Hay que incorporar nueva tecnología, 
en la medida de las posibilidades. Lo que comentó el invitado en cuanto a los métodos no invasivos es cierto: 
no son tan fiables. No hay quien sustituya la aguja en el hígado y la biopsia, pero hay problemas de plaqueta 
y coagulación en los que no hay más remedio que recurrir a otra cosa que no es tan fiable, como la punción 
hepática; obviamente, debemos tenerla. 


Hace poco tiempo que la Comunidad está organizándose y me parece que su trabajo ha dado sus frutos. Hay 
un trabajo serio y responsable. El Gobierno tomó en serio este tema y en dos meses se lograron cosas que, 
quizás, no se hicieron con otros medicamentos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Pablo).- En más de una oportunidad, hemos ofrecido al Ministerio la 
posibilidad de compartir nuestra experiencia, precisamente, para la prevención de esta enfermedad, 
más allá de que apuntamos a la cura de los que ya estamos infestados. Hay cuarenta mil o cincuenta 
mil personas que no saben que están infestadas y están teniendo conductas contagiosas hacia otros; no 
tienen la menor idea. 


Las informaciones que recibimos a través de ustedes son muy buenas; ya sabíamos algo extraoficialmente. La 
primera carta que presentamos al Ministerio tenía catorce puntos. Les pedíamos que se manifestaran acerca 
de todos, pero recibimos una devolución muy esquemática. Precisamente, uno de los puntos consistía en la 
prevención a través del aporte que nosotros podemos hacer. Yo no sabía nada de la Hepatitis C y tuve que 
aprender sobre la enfermedad que padezco; la padecemos mi familia y yo. Tengo un trabajo e hijos. Tratamos 
de compartir esto para que no se siga extendiendo. 


SEÑOR MIRANDA (Sergio).- También son muy importantes las campañas de información a la 
población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. Quedamos a las órdenes. 


(Se retira de sala una delegación de la Comunidad Grupo de Apoyo a Pacientes de Hepatitis C) 


(Ingresa a sala una delegación de la Asamblea Instituyente por Salud Mental) 


La Comisión da la bienvenida a la Asamblea Instituyente por Salud Mental, integrada por las señoras 
Judit Kakuk, Alicia Berde y Soledad Parietti y por los señores Luis Pedernera, Federico Gutiérrez y Sebastián 
Batista. 


SEÑOR PEDERNERA (Luis).- Soy integrante de Telsur. Los compañeros presentes representan a las 
organizaciones de usuarios de familiares: Grupo de La Esperanza, y Por qué No y Nuestro Propio 
Horizonte. 


La Asamblea es un colectivo de gente de la Academia -integrantes de organizaciones y personas a título 
particular- que funciona desde 2012, con la idea de trabajar para un nuevo marco de la salud mental. En ese 
sentido, este año, la Asamblea marcó como principales ejes de su acción y preocupación generar un nuevo 
marco normativo. En un anteproyecto de ley se consagró lo que entendemos deberían ser los marcos mínimos 
para un cambio de paradigma en la atención de la salud mental. Para elaborar ese texto, que está en poder de 
la Comisión, nos basamos en la experiencia acumulada, en los conocimientos generados por los colectivos 
integrantes de la Asamblea, en el anteproyecto del año 2009 -que quedó en el Ministerio de Salud Pública y 
no se discutió a nivel legislativo- y en los buenos aprendizajes en el Derecho comparado. 


Hemos dividido la presentación en grandes ejes. Es ineludible un cambio de nuestro marco legislativo, 
porque la legislación base es de 1936, con una concepción de la salud totalmente caduca para la actualidad. 
En ese esquema, planteamos un marco de garantías y derechos, sin disociar la salud mental del derecho 
humano a la salud, que ya está consagrado. Por lo tanto, no focalizamos nuestro proyecto en la enfermedad 
sino en concebir la salud mental dentro del espectro más amplio de la salud como derecho humano. Voy a 
puntualizar dos o tres ejes y mis compañeros se van a explayar con mayor profundidad. 


Es necesario que la ley consagre derechos y garantías para todos los habitantes. El marco de atención tiene un 
enclave social y comunitario, siendo fundamental el rol de la familia. La internación debe ser excepcional, 
por el menor tiempo posible y acotada al máximo, con garantías en ese sentido. Proponemos el cierre de los 
centros de atención hospitalaria o asilar. Uruguay se ha comprometido, en Panamá, a realizar un cierre 
progresivo de las colonias psiquiátricas al año 2020. Nosotros decimos que eso se tiene que ir dando 
paulatinamente y hay que desarrollar un cronograma de cierre. 


Por último, es transcendente la instalación de un órgano de revisión que, a nuestro juicio, debe ser 
independiente. En este sentido, hemos marcado una discrepancia con los lineamientos del Ministerio de 
Salud Pública, en el entendido de que su propuesta lo ubica en el Ministerio, lo que le quitaría independencia. 


Nos inclinamos por una organización parecida a la de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, es decir, por un órgano independiente que funcione en la órbita del Parlamento, de 
acuerdo con la normativa internacional e, incluso, las propias recomendaciones de la Organización Mundial 
de la Salud. 


Consideramos que, en términos de institucionalidad, no hemos avanzado como para generar un órgano 
autárquico, porque eso significaría hacer cambios constitucionales, que es más complejo. 


Esos son los grandes ejes de nuestro proyecto. 


También planteamos derogaciones expresas de leyes de 1930 en adelante, de normas del Código Penal y del 
capítulo del Código Civil que hace a la curatela. Pensamos que tiene que darse un cambio del paradigma en 
que se inscriben esas concepciones. 


SEÑORA PARIETTI (Soledad).- Soy usuaria de salud mental y acompaño a la Asamblea desde el año 
en que salí. 


Al elaborar el proyecto de ley, los usuarios y los familiares, hicimos hincapié en nuestros derechos, porque 
nosotros entramos y dejamos de tener derechos. Nos pueden ver una hora, una vez al día. Las condiciones 
higiénicas no son las adecuadas, las locativas tampoco. Yo estuve en una clínica privada. Quisimos poner 
énfasis en todo eso, en los derechos que tenemos. Por ser enfermos mentales no nos tienen que tratar y 
degradar de una forma muy grande: "Tomate esto, porque si no, te vas al cuarto, encerrada; al cuarto oscuro, 
o lo que sea". Es algo muy degradante estar sola y sentir que no se tiene apoyo del exterior, ya que se 
permiten muy pocas visitas. Además, se tiene en cuenta solamente lo que dice el médico psiquiatra. Vaya a 
saber si él piensa lo que yo pienso. 


SEÑORA BERDE (Alicia).- Antes que nada, quiero decir que soy integrante del Grupo La Esperanza. 
Se trata de un grupo de familiares de personas que tienen problemas psíquicos, y ya lleva veintinueve 
años de vida. Durante este tiempo se ha trabajado mucho para aportar algunas soluciones a esta 
problemática. 


Personalmente, quisiera saber por qué este tema se trata de dejar de lado siempre, y más vale no hablar de él. 
Por esta razón, las soluciones se dificultan y pasa mucho tiempo sin lograr ayuda. Me parece que no hay 
voluntad para llevar a cabo ciertas cosas y no tenemos el respaldo suficiente para lograrlas. Voy a poner un 
ejemplo de esta situación 


En el año 1993 comencé a trabajar en un proyecto de casas de medio camino. Al respecto, he traído 
documentación del año 1994 en la que dice que Uruguay es pionero en rehabilitación psíquica y que se estaba 
construyendo un hogar piloto. Ese año se pone la piedra fundamental y comenzamos a trabajar, pero debido a 
un cambio de gobierno nos sacan el predio. Solo ha quedado el esqueleto del edificio y nunca más se llevó 
adelante nada. Llegamos a 2015 y recién se está hablando en este país de las casas de medio camino. Nos 
peguntamos qué pasó durante todos estos años con esta idea en la que se había trabajado mucho y quedó en la 
nada. 


Cuando se elabora el anteproyecto de ley en 2009, el grupo tiene muchas esperanzas de que van a surgir 
ayudas para poder solucionar los problemas. Pero, por diversas discrepancias, este proyecto de ley se guarda 
en un cajón y queda en la nada. Nos vemos frustrados porque pasan los años y las cosas quedan sin llevarse 
adelante. Parecería como que no hay voluntad para resolver esta problemática. 


La idea es que se pueda trabajar con un plan nacional de salud mental y no que cada una de las instituciones 
por separado resuelva sus problemáticas y lo demás quede sin solucionarse. No entendemos qué pasó en las 
colonias, pues en el año 2001 ya había habido problemas y se esperó hasta 2015 para abocarse al tema. ¿Por 
qué todavía no se han resuelto estos problemas? 


Sentimos mucha frustración por tantos años de espera. Personalmente, quiero señalar que la problemática 
psíquica llegó a mi familia en el año 1972 y desde esa fecha estoy luchando para encontrar soluciones. Mis 
dos hermanos que padecían de esta enfermedad fallecen en 2002. Entonces, decidí, sin tener ahora ningún 
trastorno en la familia, trabajar en forma personal con estas personas. Hace muchos años que trabajo en 
forma honoraria. Ahora, estoy ocupada en dos proyectos, acompañando a muchos chicos. Aunque no recibo 
respuestas a nivel del Gobierno, trato de colaborar de alguna manera acompañando estos dos grupos, a los 
que les brindo una posibilidad de resolver su problemática. 


Me pregunto como yo, que no tengo preparación en esto, puedo colaborar de alguna manera y todo un país, 

que ha firmado convenios desde hace años y que se ha responsabilizado en llevar adelante políticas en salud 
mental, no haya hecho nada. No lo entiendo. Esto no pasa por lo económico, porque si lo puedo hacer yo de 
una manera simple, cómo no se puede llevar a cabo por parte del Gobierno. 


En este momento, el grupo La Esperanza forma parte de la Asamblea Instituyente y tenemos esperanza 
nuevamente en que a través de esta nueva ley se puedan encontrar soluciones a injusticias tremendas, que 
hasta ahora siguen tapándose. 


SEÑOR KAKUK (Judit).- Antes que nada, quiero señalar que soy abogada e integro la Asamblea 
Instituyente y la Organización "¿Y por qué no?... Nuestro propio horizonte", que agrupa a personas 
con diagnóstico de trastorno autista. 


Personalmente, participé en la comisión redactora del anteproyecto 2007, 2009, en la Comisión Asesora 
Técnica Permanente, proyecto que quedó guardado en un cajón. También, participé este año en los 
lineamientos que se redactaron en el Ministerio de Salud Pública, que en términos generales no comparto. 
Integré la comisión del Órgano de Revisión en la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo y soy referente de ese grupo. Asimismo, fui redactora de este anteproyecto de ley, conjuntamente 
con mis compañeros. 


El tema específico del que voy a hablar refiere a las garantías. La primera garantía de la persona es tener el 
derecho de un consentimiento informado válido en todo sus términos, ya sea empezando desde su diagnóstico 
hasta su tratamiento. Este debe ser brindado por el profesional en forma clara en todos sus aspectos, en un 
lenguaje comprensible, puede ser revocable. Se considera que cuando la persona no puede brindar su 
consentimiento por su estado de salud en ese momento, hay una institución, una figura en el tema de bioética, 
que se llama asentimiento, que es tomar lo que el paciente desea en el estado en que está y tratar de que ese 
deseo se pueda implementar de alguna forma en la práctica. 


En cuanto a los niños y adolescentes, se propone que la voluntad será tomada en cuenta de acuerdo a la 
autonomía progresiva de ellos y siempre sus internaciones serán involuntarias. Con respecto a las 
internaciones, estas deben ser el último recurso terapéutico y para poder tomar esa decisión tiene que haber 
un diagnóstico realizado por un equipo interdisciplinario, en el cual deben formar parte trabajadores sociales, 
psiquiatras, médicos, psicólogos, desde que la persona llega al centro de atención y hasta que, eventualmente, 
pueda ser internada o no, y siempre con un consentimiento informado válido. Se establece un término a las 
internaciones de cuarenta y cinco días, porque el Principio 17 para la protección de los enfermos mentales 
establece que las internaciones serán revisadas periódicamente. Nosotros consideramos que cuarenta y cinco 
días es un término prudencial para realizarlas y pasado ese plazo se dará cuenta al órgano de revisión y al 
juez competente, porque entendemos -más allá de entender, está plasmado en la ley- que las internaciones 
involuntarias son una privación de libertad. 


Así lo establece la ley que el año pasado aprobó el Parlamento que sancionó el Código de Ética Médica, que 
en su artículo 59 establece que cuando la persona sea privada de libertad el médico debe ejercer y potenciar 
toda la autonomía para que salga lo antes posible a la sociedad. Es decir que, más allá de las argumentaciones 
jurídicas, la ley reconoce que las internaciones son privaciones de libertad. 


Por otro lado, creemos imprescindible e impostergable la creación de un órgano de revisión que revise las 
internaciones involuntarias en términos generales y el cumplimiento de la ley que se redacte. De acuerdo con 
el manual de la OPS, ese órgano debería estar integrado por tres miembros: un abogado, un representante de 
la salud y un representante de la comunidad, de los trabajadores, de los usuarios y de los familiares. A su vez, 
para la redacción, se tuvieron en cuenta los principios de París que establecen cómo debe ser la normativa 
que regule esa institución, que sería parecida a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. Consideramos que el órgano de revisión no podría estar nunca en el Ministerio de Salud Pública 
en virtud de que hay un conflicto de interés bioético porque hay un equilibrio de poder totalmente 
desnivelado. El Ministerio de Salud Pública ejerce el poder político dentro del Poder Ejecutivo y, por tanto, 
los usuarios no tienen el derecho -que las convenciones establecen- a participar en la elaboración y 
evaluación de las políticas públicas. Tampoco puede estar dentro del Poder Ejecutivo porque integraría la 
discrecionalidad con que este trabaja, ya sea en el Consejo de Ministros o en acuerdo ministerial. Tampoco 
consideramos conveniente que ese órgano integre un órgano desconcentrado porque en una relación de 
dependencia se le quita jerarquía; habría una jerarquía y el órgano de revisión tiene que ser independiente. A 
su vez, tampoco podría ser un servicio descentralizado porque en la salud está reñido con lo constitucional. 
Entonces, el lugar que encontramos fue el Poder Legislativo. Ya hay dos antecedentes: el Comisionado 
Parlamentario y la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo; la dependencia 
podría ser de la Comisión Administrativa. Ese órgano deberá cumplir con las características de independencia 
técnica de cualquier órgano para tomar decisiones. Las decisiones son recomendaciones porque si se 
establece que son vinculantes podría estar reñido con la constitucionalidad, en virtud de la competencia 
asignada al Poder Judicial. 


En definitiva, creemos conveniente que para las recomendaciones se sigan los principios de París que 
también reconocen que en algunas oportunidades reconocen que pueden ser casi jurisdiccionales. Estaría en 
conexión con el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura que funciona en el Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. El inconveniente que vemos en insertar el órgano de revisión en 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo es que por su ley de creación, la Ley 
N* 18.446, tiene asignada la defensoría del pueblo y también las competencias que le atribuyó la ley de 
medios, y en este caso se le agregaría lo relativo a la salud mental, que es un tema muy vasto que requiere de 
especificidad y especialización. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Es de público conocimiento que el Poder Ejecutivo enviará un proyecto de 
ley de salud mental. Eso es bueno para aggiornarnos, para actualizar los protocolos, porque las leyes 
que tenemos son de 1936 y 1948 -que crea el Patronato del Psicópata-; bienvenida sea una nueva ley de 
salud mental que nos aggiorne. Desconozco los pormenores de ese proyecto; quizás algún compañero 
pueda ampliar al respecto. 


Coincido en que el tema de la internación es muy importante. Yo soy abogado y sé que en varias doctrinas se 
entiende que durante las internaciones hay privación de libertad; por lo tanto, hay que ser sumamente 
cuidadoso y dar extremas garantías cuando se interna un paciente; de lo contrario, puede ser 
contraproducente. Hay que ser muy precisos en los protocolos de internación. 


En cuanto al órgano de revisión, no tengo una posición definida porque no conozco los parámetros; después 
lo discutiremos y trataremos de hacer algún aporte. Sin embargo, coincido en que, en caso de haber un 
órgano de revisión, no podrá estar en la órbita del Ministerio de Salud Pública porque sería juez y parte; creo 
que la idea que ustedes plantean es que haya un órgano de revisión que fiscalice o controle el proceder del 
Ministerio de Salud Pública. Filosóficamente, estoy de acuerdo con esa postura. Para ser franco, todavía no 
tengo claro si estoy de acuerdo con que exista ese órgano de revisión porque habrá que ver el contexto y la 
generalidad del proyecto. 


(Diálogos) 


Si se crea un órgano, hay que darle todo para que funcione, porque si lo creamos y tenemos una ley 
linda pero que en los hechos no se cumple, es peor que no tenerla. Para asumir un compromiso hay que ser 
muy responsable. Entiendo el espíritu y coincido en que ese órgano no debería estar dentro del Ministerio de 
Salud Pública pero todo eso se estudiará en profundidad cuando venga el proyecto de ley. 


Sin perjuicio de todo lo mencionado para mejorar la salud mental, no hay que perder de vista que hoy 
tenemos normas de jerarquía como el artículo 44 de la Constitución de la República que debe ser cumplido. 
Será a través de un protocolo de internación de una forma o de otra; será a través de un órgano de revisión 
que esté en un lugar o en otro; será en el lugar que a uno de se le ocurra, pero este artículo es un derecho 
humano que hay que proteger. Además, la Ley N* 18.211 y la Ley N” 18.335 hablan de la atención de salud 
de calidad. La higiene de los baños y esas cosas exceden la ley. Un baño tiene que estar en condiciones, no 
hace falta aclararlo en la ley. Toda la normativa actual mandata que se mantenga la higiene. Esos aspectos 
nunca hay que perderlos de vista porque sabemos que se está intentando mejorar la salud mental. 


En lo personal, quedo a total disposición para aportar en este tema pero no se puede creer que una ley mágica 
va a solucionar todo de un día para otro sino que eso se logra paulatinamente. Reitero que, además, están 
vigentes normas que ya establecen acciones que garantizan un derecho humano tan importante como el de la 
salud. 


SEÑORA PARIETTI (Soledad).- Quisiera contestar al señor diputado. 


Se entiende que un baño tiene que estar en buenas condiciones. Éramos más de quince usuarias. Teníamos un 
baño completo, y un baño solo con lavatorio, váter y bidé. Los varones tenían tres baños. No sé en qué 
condiciones se encontraban porque no entré. La clínica de Los Pocitos es una de las mejores, pero no había 
nada para esparcirse. Sí había musicoterapia, talleres de arcilla y origami. En esas cosas no gastás energía; te 
volvés más loco. ¡Por favor! Quiero que lo tomen en cuenta. Todos estamos en una línea. En cualquier 
momento estallamos y caemos, para un lado y para otro. Es la década de la depresión. Tenemos que 
cuidarnos a nosotros mismos. La gente se asusta cuando le digo: "Yo estuve internada". Hay que cambiar el 
paradigma. 


SEÑORA VIEL (Stella).- No quiero hacer ningún tipo de reflexión porque estoy comprometida con el 
proyecto de ley de salud mental, que nace del esfuerzo de muchos actores y de muchísimos meses de 
trabajo. Creo que no es el punto final del proyecto de ley. Hay aspectos para seguir corrigiendo. No va 
a ser como la ley de psicópatas que quedó ahí y acarreó todo el resto de lo que estábamos hablando. 
Apuesto a ese proyecto de ley, que cuenta con el compromiso de todos los actores: Ministerio de Salud 
Pública, Facultad de Psicología, psiquiatras de ASSE, psiquiatras del Ministerio de Salud Pública, 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Hubo instancias de reunión en las 
que no había lugar donde sentarse. Es un compromiso de este proyecto, del Estado y de cada uno de 
nosotros. Supongo que cuando se discutió la ley de psicópata no había chicos que consumieran pasta 
base; la sociedad de ese entonces no era la que tenemos en este momento, en la que nos venden y nos 
dan todo de por medio. Creo que este proyecto va a necesitar de todos, de las casas de medio camino; 
ahora sí, porque hay más involucrados. 


¿Ustedes lograron participar en el proyecto? 


SEÑORA KAKUK (Judit).- Sí. Hubo dos integrantes. 


SEÑORA VIEL (Stella).- No soy médica, pero creo que vivimos en una sociedad que está enferma de 
violencia, carece de amor, de respeto por los otros, y eso nos lleva a construir, a salir adelante, no a 
poner paños fríos. 


En cuanto al tema de las colonias, ASSE tiene el compromiso de que no entre más gente, pero pienso que no 
se puede sacar, por ejemplo, a una señora que está allí desde los diez años de edad y que ahora tiene ochenta, 
porque su hogar es ese. Entonces, se va a tratar de que esa gente termine su vida ahí, y después veremos lo 
que hacemos con las colonias que cerrarán. Creo que el cierre del Hospital Vilardebó -como se dijo- tampoco 
sería justo. Sí pasaría a ser -esto es personal- un hospital escuela para los futuros psicólogos, psiquiatras y 
terapeutas. Yo apuesto también -como decía la señora Parietti- a que hay otras terapias que sanan y curan: que 
la música sana, que el canto sana, que el deporte sana; todo bien intencionado. De manera que muchísimas 
gracias por permitirme aportar esto mínimo que yo viví muy profundamente porque me puse en la piel de 
cada uno de los que estaban ahí. 


SEÑOR BATISTA (Sebastián).- Es verdad que una ley por sí sola no cambia la realidad. Es verdad que 
necesitamos trabajar con las personas, con las que tienen familiares y con las que no. Eso es indudable, 
pero nosotros partimos de la base de que, hoy por hoy, es necesario un marco regulatorio que tenga, 
precisamente, una perspectiva de derechos humanos. A esta altura hay legislación al respecto. De 
hecho, el Ministerio de Salud Pública es la policía de la salud, de manera que todas estas cosas no 
tendríamos ni que hablarlas, pero están pasando. Ese es un argumento más para un órgano de revisión 
por fuera de ese ministerio. 


En cuanto al tema de los cierres de colonias quiero decir que comparto -lo dije cuando planteamos el tema 
del cronograma de cierres- que no es conveniente que algunas personas salgan. También es verdad que la 
gente en esas condiciones es poca y que ha llegado a esas condiciones por estar ahí adentro veinte, cincuenta 
u ochenta años. Es verdad que existen esas personas, pero son el resultado directo de ese tipo de 
intervenciones. Apostamos a llegar a un buen puerto. La Asamblea Instituyente, está constituida por muchas 
organizaciones de usuarios, familiares, trabajadores, profesionales, estudiantes del ámbito de la salud y 
organizaciones del ámbito de los derechos humanos. Desde ahí seguimos haciendo el movimiento para hablar 
con las personas. Estamos en la campaña de juntada de firmas. Ya vamos más de dieciséis mil firmas. No sé 
si esa cifra es mucho o poco, pero para nosotros fueron dieciséis mil conversaciones. Hay que seguir en ese 
camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero felicitarlos, porque sé del trabajo que ha hecho 
durante muchos años la Asamblea Instituyente y todas sus organizaciones, el aporte y la lucha que ha 
tenido. Creo que llegó el momento de tener un marco regulatorio, que no será el que más nos guste y 
tendremos que seguir conversando y ver un montón de aspectos, pero lo precisamos. De eso no hay 
duda. Por diferencias coyunturales, que podrán ser mayores o menores, no podemos no tener un marco 
regulatorio; no nos podemos dar ese lujo. Obviamente, ya lo conocía; estuve en el lanzamiento del 
proyecto de ley que elaboraron en el Parlamento. Lo leí y lo estudié. Básicamente, es muy compartido; 
coincide bastante porque sé que muchos de ustedes trabajaron en esas comisiones que formó el 
ministerio para recoger consensos y elaborar un marco regulatorio. Diría que es muy parecido. Si bien 
aún no se ha terminado, seguramente antes de fin de año, en esta Cámara o en Senado, tendremos el 
proyecto del marco regulatorio para abordarlo íntegramente el próximo año. 


No emitiré opiniones sobre aspectos puntuales del proyecto, lo importante es que conceptualmente estamos 
absolutamente de acuerdo así y con el que está elaborando el ministerio conjuntamente con la bancada de 
diputados y senadores del Frente Amplio. 


Es cierto que necesitamos un marco regulatorio, y también es verdad que una ley cambia mucho. El cambio 
estar en las autoridades y la sociedad. Debemos comenzar a cambiar nuestras cabezas y realizar la autocrítica 
de que estamos ante un problema social cuando se discrimina a un paciente por padecer una enfermedad 
mental. Por ejemplo, si una persona adicta por cualquier circunstancia atropella a alguien con su auto, y 
judicialmente termina en el Hospital Vilardebó -donde debe permanecer durante cuatro días para 
desintoxicarse-, a partir de ese momento queda con el estigma de que estuvo internado en ese centro. ¡Y no se 
lo saca más! Mientras no cambiemos la mentalidad y aceptemos como natural a un paciente psiquiátrico, no 
habrá posibilidades. El hecho de que una paciente psiquiátrica que permaneció internada hoy esté 


conversando con nosotros -lo digo con orgullo- no tiene que ser algo raro, sino natural, pero debemos admitir 
que la sociedad todavía no está preparada. Nosotros, la sociedad organizada, los legisladores tenemos un gran 
desafío para comenzar a transformar eso. 


No hay dudas de que es necesario contar con un marco regulatorio ni en que podemos discrepar en algunos 
puntos, pero debemos realizar los mayores esfuerzos por obtenerlo; para corregir y mejorar hay tiempo. 


El compromiso del ministerio es que antes de fin de año aquí tengamos un proyecto. 


Como bien decía el señor diputado Lema, precisamos un instrumento para comenzar a trabajar; tenemos el 
que presentaron ustedes y tendremos el del ministerio. Es muy difícil elaborar un marco regulatorio, un 
proyecto de ley desde el Parlamento. 


Con esos dos importantes proyectos de ley y los aportes que se realicen desde el Parlamento, el próximo año 
será de mucho trabajo. 


Obviamente, luego de que tengamos las dos iniciativas, nuevamente ustedes serán invitados para exponer 
porque queremos escuchar las opiniones de todos; no podemos aprobar un proyecto de esta envergadura sin 


conocer la opinión de todos quienes de alguna u otra manera están vinculados a este asunto. 


Reitero mis felicitaciones a la delegación. Estamos para trabajar. 


SEÑORA BERDE (Alicia).- La sociedad tiene que cambiar, pero si no hay un plan de salud mental, el 
familiar seguirá estando totalmente desamparado. Cuando llega un diagnóstico, no hay un lugar 
adónde recurrir ni una red de sustento para llevar adelante la mejoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comisión agradece la presencia de la delegación. 


(Se retira de sala la delegación de la Asamblea Instituyente por Salud Mental, Desmanicomialización y Vida 
Digna) 


(Ingresa a sala una delegación de gremiales de óptica) 


La comisión tiene da la bienvenida a esta delegación, integrada por el señor Daniel Angeloro, del Centro 
Casas de Optica; los señores Cristiano Omnis, Alejandro Vallendor y Juan Monetti, de la Asociación 
Mayoristas de Optica; y el profesor Ernesto Valdenegro, de la Sociedad Uruguaya de Opticos Técnicos. 


Pido disculpas a los visitantes porque debo retirarme; tengo un compromiso ineludible. 


Leeré la versión taquigráfica de todo lo que expresen aquí, aunque debo decir que he conversado con algunos 
de los integrantes de esta delegación. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Walter De León) 


SEÑOR VALLENDOR (Alejandro).- Agradecemos a la comisión por habernos recibido. Entendemos 
que este encuentro dará buenos frutos. 


Trabajamos en un proyecto de ley sobre ópticas a efectos de regular nuestra profesión. Eso es por lo que 
estamos bregando. 


SEÑOR VALDENEGRO (Ernesto).- Además de presidente de la Sociedad Uruguaya de Ópticos 
Técnicos soy docente en el Consejo de Educación Técnico Profesional en el curso de óptica. 


El proyecto de ley presentado en esta comisión es un trabajo consensuado realizado durante varios años, en 
concordancia y acuerdo con todas las gremiales del sector de la óptica, buscando regularizar la actividad del 
óptico. Si bien nuestra actividad está regida por el Decreto N* 474/68 del Ministerio de Salud Pública -al que 
se le han hecho algunas modificaciones-, es necesario actualizar la normativa de acuerdo con las nuevas 
modalidades de trabajo en este sector. 


El objetivo de todas las solicitudes que hemos hecho apuntan a regular la actividad de la óptica en todo el 
territorio nacional, reconocer la formación académica que tienen nuestros técnicos en óptica, y también 
reconocer -es el gran tema en disputa con los médicos oftalmólogos- la profesión del optometrista. La 
función del optómetra es una profesión de carácter universal que existe en muchos países. En Uruguay hubo 
optómetras cubanos que trabajaron en el Hospital de Ojos, y actualmente hay optometristas cubanos 
trabajando en la órbita privada, en algunas casas de óptica y en algún laboratorio específico de importación 
de lentes de contacto. 


En nuestro país tenemos a un conjunto de profesionales que hicieron un curso de optometría con la 
Universidad Complutense de Madrid, instalada en el Uruguay en el año 2000 ó 2001, pero aquí no podemos 
ejercer porque la profesión de optometrista no ha sido reconocida. 


Como contrapartida, el Ministerio de Salud Pública nos ha manifestado que ellos no pueden regular la 
actividad de una profesión para la cual no existe formación curricular, académica, regulada en nuestro país. 
Esto ha determinado que en los últimos años hemos hiciéramos varias gestiones a nivel del Ministerio de 
Educación y Cultura y de los Consejos Desconcentrados del Codicén; el único que ha recogido las 
inquietudes del sector de la óptica ha sido el Consejo de Educación Técnico Profesional. En tal sentido, en la 
UTU se acaba de reformular el plan de óptica, que se empezará a aplicar a partir del mes de marzo del año 
2016, pues de un curso técnico terciario se pasa a uno de tecnólogo en óptica de tres años de duración, en 
forma semestral, con créditos educativos. De alguna manera, se ha agiornado ese curso a los estándares de 
niveles académicos internacionales con las universidades de otros países. 


En ese proyecto, que fue aprobado en el Consejo de Educación Técnico Profesional, se involucra la 
formación del optómetra. Después de esos tres años, cuando egrese la primera generación de tecnólogos 
Ópticos -el curso existe en el Uruguay desde el año 1990; ya han egresado varias generaciones de ópticos, 
pero en la formación en optometría no-, el egresado tendrá un perfil que le permitirá continuar estudios en 
optometría, formación que debería insumir dos años curriculares. Este es un terreno fértil para lograr esta 
formación académica, que también requiere que vengan docentes del exterior. En eso vamos a estar 
trabajando desde el Consejo de Educación durante el año 2016 para establecer estos acuerdos, a los efectos 
de que cuando los estudiantes egresen en 2018 ó 2019 puedan tener continuidad educativa en optometría. De 
alguna manera, adelantamos un paso en cuanto a ese escollo que era la formación académica del optómetra 
en el Uruguay. Ese es un elemento. 


A su vez, quiero dejar a la Comisión un documento internacional de la Organización Mundial de la Salud, 
relativo al programa global de la salud visual, y es el plan en el cual Uruguay está integrado, que comprende 
desde el 2014 al 2019. En la página N* 1 de este documento de la OMS se menciona claramente que entre los 
doscientos ochenta y cinco millones de personas ciegas en el mundo, el mayor porcentaje de ciegos con 
ceguera reversible o prevenible se debe a errores refractivos no corregidos. Es decir, son personas que no han 
accedido a ningún un anteojo y que forman parte de este número de habitantes en el mundo que no gozan de 
buena agudeza visual o visión. Después siguen las cataratas, el glaucoma, la retinopatía diabética, etcétera. 


A fojas número 20 de este documento se menciona el rol del optometrista a nivel internacional como un 
agente más dentro del equipo de salud en esa cadena de atención primaria. 


Reitero que quiero dejar este documento junto a otro del Consejo Mundial de Optometría, y a un pequeño 
análisis que hizo la Sociedad de Opticos, como un complemento más a toda la información con que cuenta la 
Comisión para el tratamiento de nuestro proyecto de ley. 


Desde hace años nosotros venimos al Parlamento; periódicamente vamos al Ministerio de Salud Pública y 
hablamos con todos los ministros, subsecretarios y directores de salud. A su vez, hemos estado en comisiones 
desde el inicio de este Gobierno del Encuentro Progresista Frente Amplio y tuvimos varias entrevistas con 
senadores y diputados de todos los sectores políticos buscando que esto se logre consensuar y se alcance la 
decisión política. 


Todos los actores con quienes hemos hablado están de acuerdo con que existe, que viajan, que son bien 
atendidos y que hay que fiscalizar o reglamentar de una vez por todas la actividad de la optometría en el 
Uruguay, pero hasta ahora no ha habido una decisión política para que esto se efectivice. Ese es nuestro 
pedido real, concreto y sintético, es decir, que de una vez por todas el Poder Legislativo nos ampare en una 
ley que proteja la actividad de todo el sector de la óptica en el territorio nacional. 


Hoy hay bastante informalidad: ventas ambulantes en la calle; ópticas que comienzan a trabajar sin las 
habilitaciones correspondientes; gente que juega a ser técnico, optómetra u óptico y juegan con la salud 
visual de la gente. Esto es lo que no queremos. Pretendemos que haya formación académica, y un 
reconocimiento claro, específico, concreto y real amparado en una ley, porque entendemos que la norma es lo 
que regula a todos los habitantes y nos da el marco jurídico para desarrollarnos y defender nuestra actividad. 


Desde la Sociedad Uruguaya de Ópticos Técnicos, y también en lo que me corresponde del Consejo de 
Educación Técnico Profesional, agradecemos que tengan la iniciativa de estudiar este documento y llevarlo 
adelante a efectos de dar esta solución al país. 


Para terminar quiero recordarles -acá hay varios médicos- que Hipócrates, el padre de la medicina, en su 
juramento -práctica que se amplió después de la Segunda Guerra Mundial- no hablaba del derecho a ejercer 
la actividad en la salud, sino del deber. Nosotros sentimos que hemos venido a pedirles a ustedes que nos 
permitan tener el deber, la posibilidad de trabajar en la asistencia primaria de salud visual de nuestra 
población. 


Estamos trabajando con el hospital de ojos en el curso de óptica y se ha generado un convenio con ASSE, 
pero necesitamos una ley que contenga todas estos elementos para dejar en claro las reglas del mercado de la 
óptica y de la situación profesional. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Les agradecemos por acercarse a esta comisión y compartir con nosotros 
sus intenciones. 


Tiempo atrás me he reunido con alguno de ustedes. Sé que han conversado con dirigentes de todos los 
partidos políticos, y eso es bueno porque nos permite conocer de primera mano su punto de vista y, a partir de 
allí, intentar llegar a consensos para alcanzar mejoras. 


El proyecto de ley al que ustedes han hecho mención fue presentado por el diputado Daniel Peña hace cuatro 
o cinco meses. He podido comprobar que tienen intención de mejorar y evolucionar en este sentido. 


De aprobarse el proyecto de ley, ¿en qué se beneficiará el paciente? ¿En las garantías? ¿En el tratamiento? 
¿En la atención? 


Ustedes han hecho mención a que en todos los períodos se han reunido con ministros, subsecretarios - 
etcétera- y han estudiado en profundidad el proyecto de ley. ¿Por qué se trancó? ¿Qué argumentos se dieron 
en ese momento? ¿En qué quedaron los intentos que no prosperaron? 


SEÑOR MONETTI (Juan).- Para responder voy a dar los datos de una encuesta que se acaba de hacer 
con Teresa Herrera y Asociados, que tiene una proyección de 840.000 uruguayos mayores de 18 años, 
que nunca fueron diagnosticados desde el punto de vista visual. A eso debemos agregar que en nuestro 
país se debe esperar, en promedio, cuarenta días para una consulta oftalmológica, con una desviación 
en el interior que va de ciento veinte a ciento cincuenta días, con respuestas extremas de hasta 
trecientos días. 


Hoy en día, tal como está montado el sistema de salud visual, no se está dando respuesta a las necesidades ni 
a las potenciales problemáticas que puedan existir. No quiere decir que 840.000 uruguayos tengan algún 
problema visual, sino que no están diagnosticados. Quienes sí están diagnosticados tienen problemas de 
acceso a la salud visual. 


La ley a que hacía referencia Valdenegro plantea una profesión que ya existe en el primer mundo y también 
en América Latina -en Colombia tiene alrededor de 46 años- como complemento a la actividad del 
oftalmólogo, que no sustituye, no atiende patologías, no receta ningún tipo de drogas y mucho menos realiza 
intervenciones quirúrgicas. El optometrista brinda atención primaria en salud. De esta forma, la gente podrá 
acceder a diagnósticos visuales más rápidamente y con menores costos. 


El proyecto no solo refiere a la optometría, sino que regula las actividades de las ópticas. Como explicaba 
Valdenegro, por tratarse de un decreto del año 1968, la regulación se ha desvirtuado en varios aspectos, que 
van desde lo comercial a lo técnico. Hay una especie de sistema paralelo de salud en el que no hay 


profesionales formados pero ejercen la actividad, y cuyo fin es estrictamente comercial. Con la ley buscamos 
modificar el conjunto de las unidades comerciales, que también son unidades de salud; la óptica no brinda 
simplemente servicios comerciales, sino también asesoramiento de acuerdo con el diagnóstico del 
oftalmólogo o el optómetro. 


SEÑOR ANGELORO (Daniel).- La historia comienza con la intención de cambiar el reglamento, que 
es del año 1968; en la época de la ministra María Julia Muñoz nos propusimos cambiar el reglamento 
porque se nos dijo que el trámite para aprobar una ley era mucho más lento. 


Desde ese momento concurrimos al Ministerio de Salud Pública para corregir ese reglamento vetusto. 
Debemos tener en cuenta que se han producido muchos cambios tecnológicos, inclusive en los materiales; 
hemos mantenido contacto con todos los ministros y puedo decir que uno de ellos, durante un año, tuvo el 
proyecto en un cajón. 


Una de las barreras más grandes que debemos enfrentar son los oftalmólogos, y lo digo de frente; ellos ven 
que con esto se les sacaría el negocio de probar la vista. Si yo o un familiar debe someterse a una operación, 
antes nos pondríamos a pensar, y creo que sobrarían los dedos de una mano para determinar las opciones. 
¡Qué negocio es probar vista! Un oftalmólogo estudia ocho o diez años para hacer completamente todo, y ese 
es el punto más grave para destrancar esta situación. Hace dos años nos dimos cuenta de que el reglamento, 
que era más fácil de aprobar, llevaba cinco años estancado y, por lo tanto, comenzamos a trabajar en un 
proyecto de ley más amplio, que entendemos es para el bien de todos. 


SEÑOR MONETTI (Juan).- En el gobierno anterior se instaló una mesa de trabajo con la directora 
general de salud de ese entonces, Marlene Sica, y se produjo un interesante e intenso intercambio de 
ideas, cuyo resultado fue un decreto reglamentario. La última respuesta que tuvimos fue que el decreto 
iba directamente al escritorio de la entonces ministra Muñiz. Eso nunca pasó al Consejo de Ministros 
ni sabemos en qué quedó. Ahora estamos retomando la tarea junto con las nuevas autoridades. 


SEÑOR VALLENDOR (Alejandro).- En períodos anteriores hemos estado en las diferentes Comisiones 
de Salud y Asistencia Social, pero debemos hacer un mea culpa porque nunca trajimos nada escrito 
como lo hacemos ahora, para que ustedes tengan al menos un borrador para guiarse. Tenemos que 
hacer un mea culpa porque no conocíamos la forma de trabajar aquí y hasta ahora nunca les habíamos 
traído nada escrito. En este momento les presentamos, en mano, un proyecto de ley para que tengan la 
gentileza de estudiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero ser descortés, pero a la hora 16 comienza la sesión de la Cámara de 
Representantes y por razones reglamentarias no podemos seguir sesionando a menos que solicitemos 
permiso para hacerlo. 


Entendemos justo que haya un reconocimiento académico, que se logren estándares y que haya una 
regulación. En ese sentido, ya recibimos el proyecto que nos venían a presentar. 


Para serles francos, estamos a fin de año, nos quedan muy pocas sesiones y, como no me gusta generar falsas 
expectativas, entiendo conveniente que a comienzos del próximo año soliciten otra entrevista para que 
empecemos a discutir este tema. 


SEÑOR MONETTI (Juan).- ¿Cuál sería la metodología y cómo sería el proceso de discusión? ¿Cómo 
sería la primera reunión de 2016? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es mejor que nos pidan una entrevista y ahí el tema se replantee, porque 
vamos a tener que hacer consultas y las distintas bancadas tendrán que tomar posición. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Para que tengan conocimiento de la situación, les comento que por mesa de 
entrada ingresan varios proyectos de ley y, obviamente, los relativos a la salud vienen a esta Comisión. 


Nosotros tenemos varios proyectos de ley para estudiar. Entonces, a comienzos de cada año preparamos un 
cronograma de estudio de esos proyectos. Antes de pasar al plenario de la Cámara de Representantes, el 
proyecto es tratado en la Comisión. Aquí es de estilo citar a diferentes especialistas para que nos ilustren 
sobre determinados conceptos técnicos para luego tomar una determinación. 


Entendemos lógica la ansiedad, pero no podemos dar una respuesta que no sea la real. Es verdad que todo 
esto lleva un proceso, y hay que respetarlo. 


En definitiva, luego de su entrada el proyecto estará a estudio de esta Comisión. Así que, seguramente, 
seamos nosotros los que los citemos para exponer acerca de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


